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INVITADOS: Por la delegación de tenedores de eurobonos, contador Osvaldo Montgomery y escribano 
José Luis Ponzoni. 


Por la Asociación de Docentes de la Universidad de la República, señores Juan Calvo y 
Richard Bowley y doctores Gastón Casaux y Eduardo Lazanea. 


Por la Asociación de Afectados por Intereses de Usura en el Uruguay, doctora Raquel Muñiz, 
contador José Aneiros Bastos y profesor Juan Peralta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ronald Pais).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a la delegación de eurobonistas, tenedores de bonos y 
depositantes, integrada por el contador Osvaldo Montgomery y por el escribano José Luis Ponzoni. 


SEÑOR PONZONTI.- Hemos sido designados por la asamblea de tenedores de bonos para presentarnos 
hoy ante ustedes. 


Antes que nada, quisiera hacer una pequeña reseña de la formación de este grupo, que se está reuniendo 
desde el mes de octubre de 2002, a raíz del problema suscitado con los Bancos Comercial y de Montevideo. 
Se calcula que hay aproximadamente unos cinco mil tenedores de bonos locales emitidos por estos bancos. El 
Banco Comercial tenía una emisión autorizada de bonos por US$ 200:000.000. Se trata de bonos a 10 años; 
efectivamente, se emitieron US$ 185:000.000. Por su parte, el Banco de Montevideo estaba autorizado a 
emitir hasta US$ 100:000.000 en bonos y emitió US$ 88:000.000. 


De ese total, en este momento hay unos US$ 19:000.000 en bonos que están en manos del Banco Central del 
Uruguay por el canje que se hizo con las AFAP, allá por el mes de octubre o noviembre de 2002. Entonces, 
allí surge una media de unos US$ 30.000 por titular de bonos. 


Digo esto a modo de aclaración previa, porque siempre ha habido un estigma sobre el gran poder económico 
de los tenedores de bonos, que no ha sido tenido en cuenta por algunas autoridades. De manera que hago esta 
aclaración para desvirtuar ese pensamiento generalizado, porque si bien como en todos los bancos había 
grandes y pequeños depositantes, la media es del entorno de los US$ 30.000 o US$ 35.000; me refiero a 
tenedores locales, personas físicas. 


Básicamente, empezamos a impulsar este proyecto de ley cuando la sanción de la Ley N* 17.613, el 30 de 
diciembre de 2002, hizo lo que nosotros consideramos una discriminación o diferenciación entre depositantes 
y tenedores de bonos, al determinar que el Estado cediera créditos para beneficiar a la categoría de 
depositantes de hasta US$ 100.000. ¿Y por qué hablamos de discriminación? Porque los depósitos y los 
bonos u obligaciones negociables emitidas por instituciones financieras son depósitos, y así se contempla en 
las normas del Banco Central del Uruguay. Entonces, pensamos que allí se creó una injusticia, y hoy en día se 
da la circunstancia de que una persona que tenía un depósito de US$ 50.000 -por tomar una cifra media- 
recuperó el ciento por ciento con los certificados de depósito del Nuevo Banco Comercial. En cambio, quien 
tenía esa misma cantidad pero invertida en un bono y no en un depósito por ventanilla, en un plazo fijo, salió 
con un 15% en el caso del Banco de Montevideo y con un 30% en el del Banco Comercial. 


Nosotros pensamos que ya que el Estado iba a hacer esa cesión de créditos a favor de cierta categoría, el 
legislador debió establecerla para todos los depositantes, ya sea en plazo fijo o en bonos, de manera de evitar 
esta falta de equidad que finalmente se dio en los hechos por una decisión del Parlamento. 


El proyecto de ley que presentamos en definitiva viene a enmendar -si cabe la palabra- o a hacer justicia con 
un grupo grande de gente, como lo es el de los tenedores de bonos, que son inversores de largo plazo. 
Adviértase que estos bonos estaban emitidos a 10 años. Y este tipo de papeles permiten "fondear" a los 
bancos, así como la financiación de los proyectos a largo plazo, como compra de vivienda o proyectos 
productivos. Con depósitos a 30, 60 o 90 días no se puede financiar ningún proyecto productivo, la compra 
de vivienda para familias, etcétera. 


Creemos que este tipo de inversiones son las que se debe salvaguardar con vistas al futuro, para recuperar un 
sistema financiero activo. Hoy se está dando precisamente ese problema a nivel de las cifras de los bancos, en 
el sentido de que todo el dinero está a la vista; y de esta forma los bancos no pueden prestar: es una cuestión 
de sentido común. 


Por todo esto es que creemos que el articulado de este proyecto propone una forma de igualar los derechos, 
siempre en la categoría de hasta US$ 100.000. 


SEÑOR MONTGOMERY.- Yo creo que el proyecto a estudio tiene dos grandes virtudes. Una de ellas 
es la de subsanar lo que entendemos que es un error involuntario que hizo que, en definitiva, se 
interpretara que por la Ley N” 17.613 los eurobonistas no estaban comprendidos en el concepto de 
depósito. 


Si estudiamos las versiones taquigráficas de la Comisión de Hacienda del Senado -tenemos unos cuantos 
kilos de esos papeles- veremos que el entonces Ministro Atchugarry tenía entendido que los eurobonos eran 
al portador, y todo el problema que ha quedado sin solucionar, desde la aprobación de la ley a fines de 2002, 
se ha debido a ese error. Si analizamos las discusiones que hubo en la mencionada Comisión del Senado y 
luego en el Plenario, veremos que había legisladores, como los Senadores Gallinal o Herrera, que tenían 
entendido que depositantes éramos todos, y las discusiones muy intensas que se dieron tenían ese carácter: 


determinar si se comprendía como depositantes a los eurobonistas, al igual que a los demás depositantes del 
sistema financiero. 


¿Y cuál fue la contestación que dio el Ministro y que originó este error? Que los eurobonos eran títulos al 
portador; entonces se dijo -eso está escrito-, ¿cómo vamos a dar una protección si no sabemos a quién? Ese 
fue el argumento, y en base a él, por falta de conocimiento y por no haber tenido el debido asesoramiento 
sobre el particular, sucede todo esto. Pero los eurobonos no son al portador. Los valores pueden ser de dos 
tipos: físicos y escriturales. Los que son al portador, son los físicos: pueden ser al portador o nominativos, 
pero debe ser un papel emitido. Y un papel escritural -por sus características y por las disposiciones legales 
de la ley del mercado de valores- necesariamente debe estar registrado a nombre de alguien. Eso lo dicen las 
disposiciones de la circular N* 1602 del Banco Central del Uruguay, cuando establece que: "Los títulos 
representativos de la emisión de las Obligaciones Negociables" -los eurobonos lo son- "[...] deben contener 
como mínimo las siguientes enunciaciones"”. Luego figuran las enunciaciones, de la a) a la k) y finalmente se 
dice: "Cuando se trate de Obligaciones Negociables escriturales” -estas lo son- "los datos indicados 
precedentemente, así como el nombre del suscriptor, deberá transcribirse en los comprobantes de apertura y 
constancias de saldo". 


Por lo tanto, la norma establece que todos los eurobonistas debían estar inscriptos, con su nombre, como 
suscriptores de obligaciones negociables. El error que se padeció cuando se sancionó la ley e interpretar que 
se trataba de títulos al portador, fue el que determinó que no se los amparara. 


Como decía, este proyecto de ley tiene dos grandes ventajas. Por un lado, hace justicia; yo diría que corrige 
un error, pero por sobre todas las cosas, al Estado uruguayo le soluciona el problema de los juicios que van a 
entablarse ante todas estas situaciones. 


En lo que me es personal, he presentado un escrito de impugnación a la determinación que se me hizo de la 
cuota parte y de lo que tengo en certificados de depósito del Banco Comercial, de acuerdo a esa 
interpretación de que no estamos comprendidos en los beneficios del artículo 27 de la ley -o sea, hasta los 
primeros US$ 100.000- y sé que se han presentado muchísimos escritos más, que luego recorrerán el camino 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo si el Banco Central del Uruguay no cambia esta forma de 
interpretación. 


El artículo 33 de la ley de mercado de valores, que reproduce la circular N* 1602 del Banco Central del 
Uruguay, dice lo siguiente: "(Certificados globales).- Los emisores podrán emitir certificados globales de sus 
obligaciones negociables, cumpliendo con los requisitos del artículo anterior, para su inscripción en 
regímenes de depósito colectivo". Es decir que cuando se habla de obligaciones negociables o de eurobonos, 
se está aludiendo a regímenes de depósito colectivo. Todo esto porque la pregunta central es si somos 
depositantes o no. Bueno: de acuerdo a lo que dicen las disposiciones, somos depositantes en un régimen de 
depósito colectivo, pero se sabe de qué personas se trata. 


Por otra parte, el numeral 182.14 de la circular expresa: "(Encaje y otras regulaciones sobre las Obligaciones 
Negociables). Las Obligaciones Negociables se encuentran alcanzadas por el régimen de encaje y el de 
tenencia de valores públicos, así como por las demás regulaciones relacionadas con los depósitos". 


Quiere decir que hasta antes de que se aprobara esta ley, el Banco Central del Uruguay siempre entendió que 
los eurobonos eran depósitos y, como tales, debían tener encaje y lo tenían. La forma de expresarse es 
clarísima. Cuando se dice: "así como por las demás regulaciones relacionadas con los depósitos", se incluye a 
las obligaciones negociables dentro de los depósitos. 


El numeral 182.15 de la citada circular establece que: "[...] la empresa emisora" -Banco Comercial o Banco 
de Montevideo- "llevará el correspondiente registro de su creación y sus respectivas transferencias, dejando 
constancia del lugar de residencia de sus titulares”. Este es un argumento para decir que no somos tenedores 
de títulos al portador. 


Y todavía hay un elemento más que resulta clarísimo: a todos los titulares de estos papeles les llegaban los 
intereses directamente a la cuenta que tenían en un banco. No son papeles al portador, como cuando uno tiene 
un cupón y con él un "N-N" se puede presentar a cobrar. Pero en este caso no es así, porque por ejemplo a mí, 
Osvaldo Montgomery, me llegaban los intereses, sin que yo los pidiera, a mi cuenta particular. O sea que se 
sabía quién tenía obligaciones negociables, eurobonos. 


Por lo tanto, la lucha que hemos librado durante todo este tiempo es para que se reconozca el error que se 
cometió cuando se aprobó la ley al no incluirnos por entender, erróneamente, que se trataba de títulos al 
portador. 


Esa lucha que seguimos haciendo, si no se solucionan todos los juicios contra el Estado, inclusive por la 
sanción del acto legislativo al haber un error que consta en las actas, va a tener una solución mediante la 
aprobación de esta ley. Así se va a subsanar el error y todo lo relativo a posibles juicios contra el Estado. 


Hay mucho más para decir. Solo el tema de la impugnación del acto administrativo me llevó quince páginas. 
Los fundamentos de la impugnación son los que dijimos. 


Por ejemplo, el artículo 1? del Decreto N* 326/003, que es el reglamentario del artículo 27 de la Ley. 

N? 17.613, que nos atañe directamente, dice que para estar amparados a la permuta de derechos entre el 
depositante y el Estado -o sea, la permuta como cuotapartista-: a) su calidad de cuotapartista tenga origen en 
un contrato de depósito bancario". Y agrega: "en cualquiera de sus modalidades". Entendemos que no se 
pudo ser más claro. ¿Qué quiere decir "en cualquiera de sus modalidades"? Que hay varios tipos de depósitos 
bancarios. Entre ellos los que se regulan como obligaciones negociables. Como dije antes, las obligaciones 
negociables son un tipo particular de depósito bancario y está regulado por el Banco Central. 


El tema es que se aprobó la ley, se interpretó erróneamente de determinada forma y luego se siguió en ese 
error. La mayor virtud que tiene este proyecto que está a estudio de la Comisión es subsanar el error que dio 
origen a toda esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es bueno que sepan que este proyecto todavía no fue estudiado por la 
Comisión. En una primera impresión este generaba algunas dudas. Me refiero, por ejemplo, a todos 
aquellos montos superiores a US$ 100.000 que pudieran fácilmente ser fraccionados a partir de la 
aprobación de una norma legal y se desnaturalizara el tope que se quiere establecer. Esa es una duda 
sobre la cuál me gustaría conocer vuestra opinión. 


La otra duda es la siguiente. A partir del feriado bancario se produjeron algunas transferencias o inversiones 
especulativas. Se compraba a mucho menor valor pensando luego en especular con lo que podría suceder a 
futuro. ¿Cómo entienden ustedes que podrían neutralizarse estos dos aspectos que han aparecido a primera 
vista del proyecto como objeciones que se podrían plantear? 


SEÑOR PONZONTI.- Ese es un tema que ha sido varias veces manejado. 


En primer lugar, la recopilación de normas del Banco Central obliga a los bancos emisores de obligaciones 
negociables a tener un registro de cada uno de los tenedores. Allí habría una primera forma de identificar a 
cada tenedor y a los montos que tiene. Por los hechos acaecidos en el año 2002, todos sabemos que muchas 
normas del Banco Central no eran respetadas por los bancos. Lamentablemente, la fiscalización que ejercía el 
Banco Central sobre estos bancos no era la adecuada, por lo cual a ciencia cierta no sabemos si se hacían esos 
registros. Todos estos depósitos en obligaciones negociables se hicieron o bien a través de corredores de 
bolsa o de los propios bancos de plaza -de los propios emisores o de otros bancos-, que también 
comercializaban estas obligaciones negociables. Todos ellos deben de tener los registros de compra titular por 
titular, la fecha, así como la factura de venta, sobre todo aquellas obligaciones negociables que se 
comercializaban a través de la Bolsa de Valores. Esa es una forma de determinar en qué momento, a qué 
persona y por qué monto se hizo el depósito en obligaciones negociables. 


Con respecto a aquellas inversiones de tipo especulativo que pudiera haber con posterioridad a la fecha de 
cierre de los bancos, voy a decir lo siguiente. Ya en alguna oportunidad he hablado sobre esto con algunos de 
los señores Diputados. Nuestra Comisión representa a los genuinos ahorristas. No es intención representar ni 
que la ley tenga en cuenta intereses especulativos. 


Creemos que se puede lograr elaborar con el Banco Central y con la Bolsa de Valores -agente autorizado por 
el Banco Central- un registro de personas que compraron estos valores antes de la fecha de cierre de los 
bancos. Es decir, antes del 29 de julio de 2002. Esa es la fecha que entendemos se debe tomar. En el supuesto 
de que se aprobara una ley en este sentido, se debería instaurar en la reglamentación un mecanismo a través 
del cual el Banco Central controlara las fechas en que cada persona compró estos valores y cuáles fueron los 


montos. Además, que aquellos casos en los que se verifiquen fraccionamientos no justificados no sean 
tenidos en cuenta por la ley o no entren dentro de los beneficios de la misma. Entendemos que de ninguna 
manera intereses espurios o especulativos pueden perjudicar la sanción de una norma de carácter general que 
beneficie a una masa muy grande de gente que ha invertido o depositado en estos bancos sin ningún tipo de 
especulación. 


SEÑOR GÓNZALEZ ÁLVAREZ.- ¿Tienen una nómina de todas las personas físicas o jurídicas que 
son titulares de estos documentos? 


SEÑOR PONZONI.- No. Eso lo debe tener cada entidad que vendió estos bonos. Es decir: la Bolsa de 
Valores y los bancos de plaza. 


SEÑOR GÓNZALEZ ÁLVAREZ.- ¿Entonces, no podemos decir si son cien, quinientas o diez mil? 


SEÑOR PONZONI.- Yo le voy a dar un elemento que le puede ayudar. En setiembre del año pasado el 
Banco Central sacó una resolución por la cual se abrió un registro de tenedores de eurobonos en el 
Banco Central. A la fecha van registrados en valores nominales US$ 89:000.000. 


SEÑOR GÓNZALEZ ÁLVAREZ.- A mí me lo que me interesa es la cantidad de personas. 


SEÑOR PONZONI.- No tengo exactamente el número de personas registradas, pero ese dato está en 
poder del Banco Central. 


SEÑOR MONTGOMERY.- Entiendo la preocupación de no beneficiar a quien no merece. Si venimos 
luchando para que se nos dé la misma consideración que a los demás depositantes, no queremos que se 
le dé consideraciones distintas a quienes tienen más de US$ 100.000. Al hacer la subdivisión se puede 
llegar a contemplar casos que la ley no lo está estableciendo así. 


Por otro lado, creo que hay un principio de Derecho -quizás es otra rama del Derecho; este no es mi fuerte- 

que sostiene que más vale perdonar a un culpable que castigar a un inocente. Si tomamos la posición de que 
porque alguien hizo algo indebido vamos a castigar a todos los que hicieron las cosas debidamente y tienen 
formas de probarlo, no es justo. 


Personalmente, cuando hice la impugnación presenté este documento que se titula: "Liquidación por vuestra 
compra de eurobonos del Banco Comercial", que pagué no a 100 sino a 103,75. No pretendo que me 
devuelvan eso. Este documento tiene la fecha; es un documento que emitió un banco. Mucha gente compró 
por bancos y muchos de ellos tienen debidamente sus documentaciones. Los corredores de bolsa también 
deben tenerlo. Entonces, en las disposiciones legales se podría establecer un tipo de declaración jurada en la 
cuál cada uno expresaría en qué momento lo compró y A quién lo compró. Existen formas de comprobar esto 
mediante algún tipo de auditorías. El Banco Central tiene auditorías; hay un departamento dentro de ese 
Banco que supervisa todos los mercados de valores. Todos los corredores de bolsa a través de los cuales se 
comercializó tienen que tener seriedad en su profesión, y si dan un certificado que establece que tal señor 
compró en el año 1999, están poniendo su responsabilidad en ese sentido. 


Por lo tanto, creo que no se debería pensar que podría beneficiarse gente que no está dentro de las 
consideraciones de la ley. Sí se debería exigir -así como yo, aunque nadie me lo pidió, presenté la fotocopia 
de la documentación del banco- acreditar su condición de eurobonistas en determinado momento. El otro 
tema es determinar en qué momento. 


Como mencionaba el señor Presidente, hay gente que compró para especular. ¿Quién compró para especular? 
¿A partir de qué fecha? A partir de la fecha en que los bancos cerraron, que fue a mediados de 2002. 
Entonces, se debería poner una fecha límite de compra. Si yo compré posteriormente y pagué 50, no es justo 
que del costo del Estado se beneficie a alguien en particular, pagándole 100 lo que compró a 50. Eso es de 
orden. Pero eso se soluciona poniendo la fecha. 


SEÑOR BARÁIBAR.- En esta situación que se ha dado en la crisis financiera -hemos recibido 
infinidad de delegaciones- siempre -y esto no lo digo por ustedes- la gente que concurre a las 
Comisiones generalmente es honorable. Eso los incluye a ustedes. Pero sabemos que la realidad incluye 
gente honorable y de la otra. Entonces, para legislar es muy difícil hacer una ley que establezca con 
mucha precisión que se ampara a la gente honorable y deja fuera a la que no lo es. 


Personalmente, en varias oportunidades he pedido datos sobre el conjunto de situaciones que están lesionadas 
por normas aprobadas -la ley de 2002 y otras- y que reclaman un trato para que se corrija ese error. No hemos 
tenido éxito en que se nos dé la nómina de situaciones. Hemos pedido franjas y listados. Conseguir esa 
información cuesta, pero para que nosotros podamos legislar es imprescindible contar con ella. 


Está claro que ustedes hablan del universo de gente propietaria de eurobonos. Más allá del Banco Central y 
de los corredores de bolsa, en una ley hay riesgo de que una factura con fecha pueda valer millones o decenas 
de miles de dólares. Una ley no puede dejar a una Administración en situaciones donde los riesgos del uso 
inconveniente de las buenas intenciones que tuvo el legislador se convierta en un problema. Ustedes se 
refieren a un conjunto de gente. A mí me interesaría que ustedes -no el Banco Central ni otra dependencia-, 
que son los portadores de los intereses del grupo de los eurobonistas nos dijeran: los eurobonistas son estos, 
con este monto. 


Así se contempla una situación con nombre y apellido de personas o sociedades a fin de establecer con toda 
precisión la situación que los involucra. Una ley que ampare a gente como ustedes que defienden causas más 
que honorables y que corre el riesgo -obviamente, nadie la quiere amparar- de que pueda ser usada con 
pequeños artilugios o manejos administrativos, o recurrir a determinadas oficinas, inclusive estatales, para 
obtener documentos que puedan generar situaciones muy favorables, es un riesgo muy grande que a esta 
altura, luego de dos años de tener que cabalgar con estas circunstancias, no quisiéramos correr. 


Realizo esta exposición para que se sepa de qué estoy hablando y lo hago con la cautela del caso sabiendo 
que es una materia delicada. 


En concreto, creo que un paso muy importante sería que ustedes nos trajeran la lista de personas o sociedades 
sobre las cuales nosotros estamos reclamando. Los fundamentos jurídicos que expusieron son de recibo. 
Recuerdo la discusión que se dio en el Senado de la República, en la Comisión de Hacienda, donde el tema 
fue largamente discutido. Inclusive, están las versiones taquigráficas. 


Ustedes centran todo el tema en la opinión del doctor Atchugarry como Ministro de Economía y Finanzas de 
aquella época. Yo creo que hubo otros asesores que también sostuvieron la misma tesis, de que no eran 
depósitos y que debían tener un tratamiento distinto. La verdad es que, en el devenir de los acontecimientos, 
uno tendría que volver a revisar las versiones taquigráficas. Creo que hubo informes jurídicos de gente muy 
conocedora del tema que mantuvo la misma tesis del doctor Atchugarry. 


Por eso, tomando por buena la afirmación que usted como profesional nos hizo de ese error jurídico o esa 
interpretación por lo menos discutible desde el punto de vista jurídico, el primer punto sería ver los 
fundamentos que ustedes esgrimen, lo que sería la base para su reclamo. De esa forma, tendremos una base 
documental como para poder analizarlos y hacer una composición de lugar correcta. Pero, a su vez, 
quisiéramos la otra. Así que yo, les planteo formalmente, como Diputado Carlos Baráibar, que realicen las 
gestiones ante los eurobonistas -con quienes tendrán una vinculación; pueden publicar un aviso en el diario 
convocando a todos- para que se haga un registro de quiénes están en esa situación y, en base a ello, veremos 
si hay condiciones para legislar. 


SEÑOR MONTGOMERY.- En cuanto a lo que el señor Diputado mencionaba sobre la diferente 
interpretación de otros integrantes del Senado en la discusión, afirmo que puede haber distintas 
interpretaciones en cuanto a la calidad o no de depositantes de los eurobonistas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Baráibar) 


A lo que yo me refería como que fue un error, y eso no queda ninguna duda, es en cuanto a la 
expresión de que los eurobonos son al portador. Ahí se basó toda la definición. 


Digo más. Con el escribano Ponzoni fuimos a hablar al poco tiempo de sancionada la ley con el asesor legal 
del Ministerio de Economía y Finanzas y lo primero que nos dijo al saludarnos y presentársenos fue: "Ya sé 
que no son al portador". O sea, él ya sabía dónde había estado el error. 


En el otro tema, si son depósitos o no, el Senador Brause tuvo una posición diferente a la del Senador Herrera 
y, fundamentalmente, a la del Senador Gallinal. 


En cuanto a la preocupación del señor Diputado, quiero decir dos palabras. 


El Banco Central nos designó para integrar una Comisión conjuntamente con los liquidadores designados 
para las instituciones, no los actuales sino los que estuvieron hasta hace unos meses en los Bancos Comercial, 
la Caja Obrera y Montevideo. Nuestra primera preocupación -quizás la única- fue dejar de ser NN, como 
éramos. La gran lucha fue que se nos reconociera que teníamos un nombre y un apellido. También podía ser 
una sociedad anónima. 


Entonces, se estudió muchísimo el caso y, en base a que la empresa emisora llevaría el correspondiente 
registro de su creación y sus respectivas transferencias dejando constancia del lugar de residencia de sus 
titulares, llegamos a ver que el Banco Central no había cumplido con lo que propiamente había establecido en 
su circular, porque cuando permitió la emisión de estas obligaciones no impuso la obligación al Banco 
Comercial ni tampoco al Banco de Montevideo de llevar un registro. Entonces, ¿quién llevaba el registro? El 
Chase Manhattan Bank. Es una barbaridad. 


Nuestra duda era: ¿pedimos al Chase Manhattan Bank que nos dé la lista? ¿La lista de quiénes? Se sabe que 
los US$ 288:000.000, que ahora son un poco menos, están radicados en tal banco, en tal otro y en tal otro de 
Uruguay y del exterior. Se sabe en qué bancos está y la Bolsa de Valores tiene US$ 120:000.000 de ellos. En 
el exterior hay más de US$ 100:000.000. No tenemos interés en que se considere especialmente a los que son 
del exterior porque, además, todos son mayores de US$ 100.000. Los que somos menores de esta cifra somos 
los ahorristas de acá que, en lugar de ahorrar en depósitos a plazo fijo, lo hacíamos en este tipo de eurobonos. 
Pero los del exterior son todos fondos de inversión que deben tener decenas de millones de dólares. O sea que 
lo que se resuelva por este lado no va a tener importancia. 


Pero quiero que quede muy claro que el Banco Central tiene la lista de cómo se conforma, quiénes son los 
que tienen la custodia de esos más de US$ 200:000.000. Entonces, ¿qué solución le dimos para dejar de ser 
NN? Por ejemplo, yo tenía la custodia en el banco donde había comprado, el Banco Surinvest; di la orden a 
este banco para que transfiriera la custodia de mis eurobonos al Banco Central del Uruguay. Hoy, el Banco 
Central tiene en custodia mis eurobonos; los míos, los de él y los de todos quienes estamos en estas 
condiciones: que hemos comprado a bancos o corredores de bolsa y que queremos decir que somos nosotros 
los que estamos en esto. 


Por último, ¿a quién dio el Banco Central los certificados de depósito por la compra de activos que hizo el 
Nuevo Banco Comercial? A aquel que comprobó que era propietario y tenía un crédito de esta naturaleza. 


Por lo tanto, su preocupación, que es válida totalmente, se soluciona por ese lado. En el Banco Central todos 
los que queremos cobrar algo de la liquidación de esto, por una vía o por otra, debemos tener un registro que 
diga, por ejemplo, en mi caso: Osvaldo Montgomery compró tal dinero en tal momento. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Por el secreto bancario no se lo van a dar. 
SEÑOR MONTGOMERY-.- Si yo relevo al secreto bancario, no hay ningún problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La verdad es que estamos excedidos en el tiempo. De todas maneras, la 
explicación proporcionada ha sido exhaustiva. Por supuesto, seguiremos analizando el tema y estamos 
a las órdenes. Además, se ha tomado la versión taquigráfica con lo cual los demás colegas de la 
Comisión que hoy no han asistido van a tener la posibilidad de informarse y, a su vez, de tener una 
composición de lugar para cuando analicemos este proyecto de ley que todavía no ha ingresado al 
orden del día de Comisión. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala una delegación de eurobonistas) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Docentes de la Universidad de la República) 


Damos la bienvenida a una delegación de la Asociación de Docentes de la Universidad de la 
República, integrada por los señores Juan Calvo y Richard Bowley y a los doctores Gastón Casaux y 
Eduardo Lazanea, a fin de referirse a un tema que les preocupa que tiene que ver con el Fondo de 
Solidaridad. 


SEÑOR CALVO.- Soy integrante de la Asociación de Docentes de la Universidad de la República, que 
desde el punto de vista gremial me encomendó hacer las gestiones particularmente en lo referido al 
adicional al Fondo de Solidaridad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ronald Pais) 


El año pasado hicimos varias gestiones frente a esta Comisión. Con el señor Diputado Álvarez 
mantuvimos una conversación telefónica en que planteamos nuestra preocupación, en particular por el 
adicional al Fondo. Queremos dejar bien claro esto porque los otros aspectos del Fondo de Solidaridad 
son a discutir en otro nivel. 


La Asociación de Docentes tiene una resolución de su Convención, de su Consejo Federal, de los miembros 
del Consejo Directivo Central para que se hagan los máximos esfuerzos a nivel parlamentario a fin de que se 
pueda concretar por lo menos uno de los aspectos que está relacionado con el proyecto de ley que fue 
aprobado por el Senado y que establece con mucha precisión la exoneración para los docentes de la 
Universidad de la República del pago del adicional. Me refiero a este proyecto que es de julio de 2002; tiene 
dos anexos y se elevó a esta Comisión en agosto u octubre. 


Habiendo sido aprobado por el Senado después de haber agotado todos los aspectos de debate, queremos 
saber qué pasó con él en esta Cámara, qué elementos nuevos aparecieron que dificultó en su oportunidad que 
se pudiera procesar. 


En realidad, perdimos un poco de contacto con este material y no sabemos si hay un elemento nuevo. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Si no entiendo mal, porque es un tema sobre el cual hace un buen tiempo 
que no se trata -en su momento se trató extensamente-, el proyecto que ustedes están defendiendo es el 
que está al final del anexo II del Repartido N* 888. A su vez, dentro de este proyecto que introduce un 
cambio completo en la redacción del artículo 3” de la Ley N” 16.524, el punto clave es el último inciso, 
donde dice que quedan exceptuados del adicional los egresados que ocupan cargos docentes en la 
Universidad de la República. 


Primero me importaba precisar el tema para estar seguro de que estamos hablando exactamente de lo mismo. 


Segundo, uno podría decir qué pasó con esto o por qué en su momento este tema quedó para atrás. Recuerdo, 
por lo menos parcialmente, las discusiones. Acá hubo un tema clave que fue la independencia relativa que la 
Universidad de la República tiene en relación al manejo de su presupuesto. El adicional va con destino a la 
Universidad de la República. Entonces, el concepto básico fue el siguiente. Con funcionarios públicos, 
egresados o docentes de diversos ámbitos que tengan remuneraciones escasas hay un conjunto de ejemplos, 
no solo de la Universidad; en este caso particular, la Universidad si lo desea puede compensar, analizando los 
criterios que entienda lógicos para todos, por ejemplo, para tal franja o para tal sector; hablo en teoría, no 
defiendo ninguno. En definitiva, todo lo que se reduzca de ese adicional es menor disponibilidad de la propia 
Universidad. Si es la propia Universidad quien dice: parte de estos recursos van con destino a compensar a 
los docentes con tal nivel de ingreso, estamos absolutamente en lo mismo. 


Yo recuerdo que la objeción fue decir: si la Universidad desea resolver este tema, lo puede hacer en la interna 
sin ningún problema. Y aparece la complicación que desde afuera de la Universidad, entonces, viene el 
problema de coligarse con quienes, siendo también egresados universitarios y docentes, trabajan en otros 
ámbitos, porque la ley va a establecer una diferencia entre unos casos y otros. 


Yo hago de abogado del diablo porque esta es la argumentación en la que importa conocer las alternativas. 
¿Correcto? 


SEÑOR CASAUX.- El Fondo de Solidaridad fue creado en los años noventa con un criterio. Hay que 
ser prácticos en esto. Hay un pago que se efectúa a fin de año, pero dijimos que no íbamos a conversar 
sobre eso en el día de hoy; vamos a manejar el tema con una óptica de lógica jurídica. 


El Fondo de Solidaridad se creó en los años noventa, y lo pagan todos los egresados universitarios en el mes 
de diciembre. El problema es que la ley original estableció que ese fondo deben abonarlos aquellos que 
tienen más de diez años de recibidos; además, hay que tener en cuenta que hay una cantidad de egresados de 
la Universidad que no son los clásicos, como médicos, abogados, ingenieros, etcétera. Lo que establece a 
texto expreso la Ley de Presupuesto N* 17.296 es la exclusión de los docentes universitarios de este tipo de 
adicionales porque se nos otorgó un aumento salarial importante. Pero la Ley N* 17.451, que fue aprobada 
hace poco más de un año, amplía ese umbral, baja el plazo, y lo extiende a todos los egresados universitarios 
porque la realidad universitaria demostró que no hay más profesiones clásicas, sino que se han desarrollado 
una cantidad de áreas del conocimiento que tienen que pagar dicho fondo. Me parece justo que los 
universitarios debamos pagar -no digo un impuesto- una contribución al final o tiempo después de haber 
egresado, ya que Uruguay es uno de los pocos países en donde no se paga por estudiar, no hay examen de 
ingreso y no hay otros cortes, tal como ocurre en todas las sociedades del mundo; hasta en Haití existen estas 
cosas. 


La Ley N* 17.451 baja el período a cinco años, lo extiende a casi todos o a todos los egresados universitarios 
-profesiones clásicas y no tanto-, pero no dice una palabra de los profesores universitarios. 


Entonces, se nos otorgó un aumento y, por otro lado, se nos volvió a poner un impuesto, con lo cual eso que 
manejaba el señor Diputado Ponce de León con muy buen criterio desaparece. El señor Senador Atchugarry - 
que prohiba esta reforma en el año 2002-, también con muy buen criterio, establece en este texto lo que no 
dice la Ley N* 17.451 que sí establecía la Ley de Presupuesto, y es que los docentes quedan excluidos del 
pago del adicional. Lo que se creó originariamente -que tenía un nivel determinado- se amplió de tal forma 
que a los docentes universitarios se nos obliga a pagar dos impuestos, uno en agosto -por eso tenemos esta 
premura, ya que el 31 de agosto habría que pagar- y otro en diciembre. Nosotros estamos hablando de este 
tema, que quedó empantanado, porque tiene media sanción del Senado. 


Entonces, lo que hizo el señor Senador Atchugarry en ese momento -y los otros Senadores- fue restablecer el 
orden perdido, ya que la Ley N* 17.296 es clara al determinar que los docentes universitarios quedábamos 
excluidos de este pago. Y eso es lo que pretendemos, es decir, que los docentes universitarios no debamos 
realizar dos pagos en el año, teniendo en cuenta que lo que se pretendió fue darnos un aumentos salarial, el 
cual desaparece al tener que pagar este impuesto. Por tanto, el equilibrio se perdió, y por eso solicitamos esta 
audiencia a la Comisión, ya que el 31 de agosto habría que pagar ese adicional. Hay una cantidad de gente 
que está muy preocupada y lo que nosotros pretendemos es que la Ley de Presupuesto se aplique tal como 
está. Nosotros no discutimos los otros parámetros que establece la Ley N” 17.451 porque estamos de acuerdo 
con ellos, ya que, en general, se amplió el umbral. 


SEÑOR PENADÉS.- Comprendo la preocupación de los señores invitados y la premura que tienen en 
resolver esta situación. 


En lo personal, no tendría inconveniente en votar afirmativamente este proyecto. Por otro lado, el señor 
Diputado Ponce de León planteó la interrogante de si los integrantes de la delegación han tenido contacto con 
la Universidad, si saben si está a favor o en contra de este proyecto de ley, si están al tanto de que lo ve con 
buenos ojos, o si saben que se ha manifestado en contra. La interrogante se plantea porque puede haber 
algunos señores Diputados que tengan dudas en aprobar este proyecto, ya que no están al tanto de si existe 
algún mensaje negativo por parte de la Universidad de la República. 


SEÑOR CALVO.- Nosotros hemos manifestado nuestra preocupación a la Universidad pero, como dijo 
el doctor Casaux, estamos aquí porque la Cámara de Senadores evaluó el tema, a nuestro entender, con 
muy buen criterio, y restituyó una exoneración a los docentes universitarios. Nosotros nos dirigimos al 
organismo del Estado que legisló en este sentido; lo hacemos como trabajadores universitarios, y 


venimos aquí porque creemos que tenemos condiciones para resolver el tema a nivel legislativo, 
independientemente de que la Universidad y los docentes del Consejo Directivo Central puedan o no 
realizar gestiones favorables al respecto. Reitero: concurrimos al órgano que legisló en este sentido 
porque nos preocupó enormemente que el Senado aprobara este proyecto sin grandes problemas y que 
este se empantanara en la Cámara de Diputados; esa es la preocupación de los docentes. 


SEÑOR PENADÉS.- Adelanto que no tengo inconveniente en votar este proyecto de ley porque 
considero justo hacerlo. Sin embargo, pienso que para facilitar la aprobación del proyecto sería bueno 
que la Universidad de la República y el orden docente, que tiene su cuota parte de poder, pudiesen 
expresarse. Reitero que en lo personal puedo votar el proyecto y no me importa lo que hagan los demás 
señores Diputados, ya que he votado proyectos a favor y en contra, según lo que mi conciencia me 
dicta, pero, evidentemente, hay otros sectores que quizás necesiten conocer esa opinión. No estoy 
diciendo que los represento ni estoy ejerciendo tercerías, lo que digo es que frente a la preocupación 
planteada -que comparto y entiendo justa- quizás el orden docente puede dar su opinión. Ustedes 
tienen todo el derecho de venir aquí y esta Comisión tiene todo el derecho de aprobar o no el proyecto, 
con o sin la opinión del que entienda oportuno, pero creo que para facilitar los caminos sería muy 
importante saber lo que opina la Universidad de la República. De esta manera, quienes hoy tengan 
alguna legítima duda con relación a si el presupuesto universitario se pudiera ver afectado de 
aprobarse este proyecto, podrían sanearla; también eso podría ayudar a quienes no la tenemos para 
votarlo lo antes posible. 


SEÑOR LAZANEA.- Quería hacer una apreciación en cuanto a la organización de la Universidad. 
Nosotros estamos aquí en representación de la Asociación de Docentes, que es gremial. La expresión 
orden docente constituye una integrante institucional. 


En esta situación, si bien no hay una consulta explícita u oficial al orden docente, como de hecho hay una 
integración y ADUR nos encomendó llevar esto adelante, de hecho, en lo que a orden docente se refiere -no a 
la institución Universidad- hay un acuerdo, y es que nosotros sigamos tratando de resolver el problema. 


SEÑOR CASAUX.- En el ámbito de la Universidad, los otros órdenes -como decía el doctor Lazanea- 
son funcionarios, estudiantes o egresados. Entonces, no hay oposición directa el tema. Los docentes que 
somos los directamente involucrados tenemos el mandato, entonces, los otros órdenes -del Rector para 
abajo- no participan del cuestionamiento porque esto no significa una exoneración o un castigo para 
ellos. 


SEÑOR CALVO.- Quería reiterar al señor Diputado Penadés que estamos haciendo el esfuerzo de 
venir al órgano que legisla. Si venimos aquí es, seguramente, porque no hemos tenido más suerte en 
otro lado. También queremos precisar que sí la tuvimos en el Senado y que valoramos lo actuado por 
todos los partidos en ese ámbito. Asimismo, queremos que la Cámara de Diputados esté a esa altura, 
restituyendo un derecho de los trabajadores docentes profesionales de la Universidad de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda agradece la presencia de los señores invitados. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de docentes de la Universidad de la República) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Nacional de Afectados por Intereses de Usura en el Uruguay) 


——La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a la doctora Raquel Muñiz, al contador José 
Aneiros Bastos y al profesor Juan Peralta, integrantes de la Asociación Nacional de Afectados por 
Intereses de Usura en el Uruguay. 


SEÑOR ANEIROS.- En primer lugar, deseamos agradecer a la Comisión de Hacienda que nos reciba 
para hablar de un tema tan sentido para nosotros, como es la usura y, en particular, del caso puntual 
de las diez falsas cooperativas que hemos detectado en los últimos años; además, la propia población 
nos ha acercado documentación en ese sentido. 


Quisiera decir que hemos tenido oportunidad de verificar que un mismo crédito ha sido cobrado varias veces 
por el acreedor financiero. Estas falsas cooperativas, que si bien están legalmente constituidas porque tienen 
un estatuto aprobado y autoridades nombradas, en los hechos desconocen la ley de cooperativas de ahorro y 
crédito, en particular, porque no cumplen con la finalidad del desarrollo económico y social que tiene toda 
cooperativa como fundamento de acción. Además, tampoco cumplen con la organización y el control 
democrático de la cooperativa, como es el funcionamiento regular de las asambleas y de las Comisiones 
Fiscales, que deben controlar la acción de los Consejos Directivos. 


Nos ha llamado poderosamente la atención que no haya actuado ninguna autoridad en este tema. Nosotros 
entendemos que la responsabilidad del control de las tasas de interés compete al Banco Central, ya que tres 
artículos de su Ley_Orgánica, precisamente, hacen referencia a las cooperativas de ahorro y crédito; sin 
embargo, el Banco Central no controla. Tampoco lo hace el Área de Defensa al Consumidor del Ministerio de 
Economía y Finanzas, que debería defender al consumidor en su derecho a no pagar intereses ilegales y a no 
sufrir este tipo de estafas, ya que algunas personas han debido pagar varias veces el monto solicitado. Para 
que los señores Diputados tengan una idea de las cifras a las que nos estamos refiriendo, puedo decir que una 
persona que solicitó un préstamo por $ 5.000 hace cinco años, ya ha pagado $ 27.000, y el acreedor 
financiero le está reclamando el pago de $ 233.000. Ante esta situación, la persona afectada denunció el 
hecho ante el Banco de Previsión Social -se trata de una señora jubilada-, y el acreedor financiero no tuvo 
ningún empacho en decir que, motu proprio, bajó esa deuda de $ 233.000 a $ 11.000. Quiere decir que estas 
personas están actuando con total impunidad y nadie dice nada. 


Debido a esta circunstancia, el 28 de junio realizamos una denuncia ante el Área de Defensa del Consumidor 
e identificamos a estos diez infractores con nombre y apellido. Asimismo, hemos puesto a disposición del 
área toda la documentación que necesita para corroborar estos ilícitos. 


Como no apreciamos que se tomara medida alguna, el 19 de julio solicitamos al Área de Defensa del 
Consumidor que pasara todos los antecedentes a la Justicia Penal y como vimos que eso tampoco tuvo 
andamiento, finalmente pedimos una reunión con la Directora del Área, quien nos recibió el 29 de julio. En 
dicha reunión nos informó que todo está en manos de los abogados y que se está haciendo un relevamiento de 
las diez falsas cooperativas que nosotros habíamos denunciado. Entonces, nosotros le reiteramos que toda la 
información que necesiten para corroborar estos ilícitos está a su disposición, ya que contamos con la 
documentación que nos han proporcionado los damnificados. 


La impresión que recibimos es que nuevamente en el mes de agosto se va a reiterar esta estafa colectiva que 
afecta a doscientos mil uruguayos. Estimamos que la mitad de ellos son pasivos, la mayoría de los cuales 
pertenecen al Banco de Previsión Social. Con relación al Banco de Previsión Social, este hecho lo conocemos 
desde hace dos años, porque lo hemos denunciado en el 2002. El Banco entiende que no son de su 
competencia las operaciones que cada jubilado realice con particulares, pero nosotros hemos pedido que ante 
el conocimiento de un ilícito, de inmediato se traslade a la Justicia Penal competente. 


Hemos denunciado este hecho a la población en general y al Presidente de la República en particular, porque 
entendemos que los afectados tienen derecho a presentar la denuncia correspondiente en el Departamento de 
Delitos Económicos de la Jefatura de Policía, con toda la documentación que respalde el ilícito. El Presidente 
de la República también tiene alguna responsabilidad en este tema, porque de él depende el Ministerio de 
Economía y Finanzas y, de alguna forma, tiene conexión con el Banco Central del Uruguay que tampoco 
hace nada para evitar esta estafa. 


Entonces, hay ausencia de medidas y hoy, en el mes de agosto, vemos que nuevamente se está consumando 
esta estafa contra miles de uruguayos, de los cuales hemos podido defender a muy pocos. Sí hemos defendido 
a los que se han presentado en nuestra Asociación y lo hemos hecho bien, porque los propios infractores han 
anulado los descuentos que habían ordenado a la Seguridad Social, al Estado o a las empresas privadas, por 
ser ilegales, así como todos los intereses moratorios, que también lo eran, y en la mayoría de los casos 
devolvieron el dinero mal habido que habían percibido. Pero estamos hablando de uno entre diez mil; la 
inmensa mayoría de la población, sigue sin saber cómo defenderse. Por eso hemos hecho este comunicado 
público, por lo menos para que haga valer sus derechos. 


Pedimos a los señores legisladores que se haga llegar la versión taquigráfica de nuestras palabras al 
Ministerio de Economía y Finanzas y a la Suprema Corte de Justicia. Es común que los acreedores planteen 
al Poder Judicial una demanda que no está fundamentada. Simplemente dicen que se debe US$ 4.728, más 


ilíquidos, y no justifican el origen de esa suma, que es líquida y exigible. No hay rendición de cuentas alguna 
a la que tiene derecho todo ciudadano de acuerdo al artículo 1502 del Código Civil, que exige a todo aquél 
que quiera hacer un reclamo, que en diez días -por lo menos- explique el origen de la deuda, porque cuando 
alguien reclama, debe explicar y el deudor tiene derecho a saber qué le están reclamando y por qué. Pero 
sucede que acá hay una oscuridad total. Esa es la característica fundamental de la usura en el país: la falta de 
transparencia. 


En la nota que le enviamos a los señores Diputados, mencionamos que hay estudios hechos por el Banco 
Central en los que se establece que el negocio de la usura en el mercado parabancario del Uruguay -es decir 
todo aquello que se mueve fuera de los bancos- alcanzaba la cifra descomunal de 12 puntos del Producto 
Bruto Interno. Este estudio se hizo hace cinco o seis años; pero con el desarrollo que ha tenido en el país el 
crédito al consumo, en nuestra Asociación estimamos que la cifra no ha de ser inferior a los 15 puntos del 
PBI. Esta cifra da lugar a cualquier cosa en este país. 


No es casualidad -lo decimos con total convicción y bajo nuestra responsabilidad- que las oficinas no actúen 
y que no se hagan los controles correspondientes. Inclusive, hemos tenido problemas en el propio Poder 
Judicial en el área del Instituto Técnico Forense, porque estas diez falsas cooperativas están usando falsos 
informes salidos desde ese Instituto de colegas nuestros que trabajan allí, a quienes el Juez les pide 
asesoramiento para juzgar. Entonces, la información le llega distorsionada al Juez, quien no está en 
condiciones de fallar en forma equitativa, veraz y justa. Obviamente, el Juez es un abogado, no conoce de 
números y no tiene un contador al lado. 


Es más: el propio Colegio de Contadores reconoce que por lo menos el 90% de los colegas no sabe calcular 
la Tasa Efectiva Anual, porque este es un hecho particular que solamente dominan aquellos profesionales que 
trabajan específicamente en el área financiera. Los demás, los que trabajamos en el área administrativa, 
desconocemos ese tema. Entonces, si los propios Contadores no pueden calcular la Tasa Efectiva Anual, 
imagínense qué les queda a los abogados o a los escribanos. De manera que en la oficina actuaria, que es la 
que le hace las liquidaciones al Juez, no saben absolutamente nada. Acá hay una total oscuridad que 
únicamente favorece al infractor y esto no es casualidad. 


En el Parlamento ha habido proyectos proponiendo la creación de Juzgados con especialidad en materia 
económico-financiera, cosa que apoyamos. Si mal no recordamos, se trataba de una iniciativa del Diputado 
Penadés, que nosotros apoyamos con todo calor porque entendemos que esta es una necesidad imperiosa que 
tiene la Suprema Corte de Justicia y el país para actuar en forma razonable. 


¿Qué pretendemos de esta Comisión? Que eleve estos antecedentes directamente a la Justicia Penal, porque 
tenemos conocimiento de que hay asociación para delinquir, delito de usura, de estafa y engaño: todas son 
maniobras tendientes a eludir la responsabilidad por transgredir los topes que no está permitido cobrar. Ello 
está establecido con toda precisión en la Ley N* 17.569. Aquí no hay ausencia de normas. En ese sentido, es 
muy claro el artículo 52 de la Constitución, así como la propia Ley N* 17.569; y en lo que no hace a las 
relaciones de consumo, rige el Decreto-Ley N* 14.788. Entonces, no hay ausencia de normas; que no se 
apliquen es otra cosa. Y no se aplican por las razones que hemos explicitado, ya sea por negligencia, por 
omisión o por delito. 


Aquí estamos acusando a los jerarcas correspondientes, quienes tienen la responsabilidad de controlar y no lo 
hacen por omisión y eventualmente delito. 


Si hay motivo para que se cree una Comisión Investigadora parlamentaria, ustedes tendrán la facultad de 
hacerlo y si existen otras sanciones en las que puedan intervenir, tienen competencia para resolver el punto. 
Nosotros cumplimos con proporcionar esta información para que sea útil para el Parlamento a fin de evitar 
que estas cosas continúen en el tiempo en forma indefinida. 


SEÑOR PERALTA.- Por más que me desempeño en la parte administradora, también estoy como 
profesor. Soy ex funcionario del Estado; trabajé en lo que fue Impositiva y la Auditoría Interna de la 
Nación; sé que actualmente, esta última está haciendo algunos relevamientos e inspecciones muy 
profundas. Pero quiero hacerles saber sobre la irregularidad que existe al aceptar un promedio 
bancario trimestral -lo cual es lógico y justo, porque se cubren todos los gastos del banco, todos los 


aportes, etcétera- y todavía se permita un 75% más para que aquel que está haciendo préstamos 
incurra en el delito de usura. Eso es lo que nos está molestando. 


No tenemos conciencia de que no es posible que si un banco subsiste y gana con los intereses que está 
cobrando en todas sus operaciones, todavía le demos de ventaja a ese tercero un 75% más para que su alma 
quede en paz y tranquila. De todos modos, parece que no sucede así, porque todavía necesitan más dinero 
para ir al cielo, estos bienaventurados explotadores de la gente y pido perdón por la expresión. 


Considero que se está aprovechando de la necesidad de la gente. Si caminamos por la calle 8 de octubre, 
veremos cómo reparten tarjetitas para ofrecer dinero de un lado y del otro: se ha creado el negocio del 
préstamo. Por eso recurrimos a los señores Legisladores: para que puedan hacer algo por nosotros y por la 
gente que está trabajando y que al no alcanzarle su salario, solicita el apoyo de un préstamo que lo ata para 
toda la vida. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Agradezco vuestra presencia y la constancia con la que a lo largo de los 
años han venido siguiendo este tema. No tenemos duda de que hay muchas miles de personas 
involucradas en este tema. 


Creo que hay diferentes situaciones y formas de darles visibilidad. Hay instituciones que están caminando 
por fuera de las normas ya existentes. Entonces, cuando hay cooperativas -o llamadas cooperativas- que 
hacen una operatoria por la cual el que se afilia se desafilia, y el pequeño núcleo sigue siendo el dueño del 
negocio, estamos frente a un hecho, en nuestra opinión, claramente irregular. No es ese caso el que ampara la 
ley. El Banco Central opina lo mismo. En ese caso, más que cambiar la ley hay que modificar los elementos 
de contralor. Lo que está mal es cómo se está controlando. Esa es una franja del problema. Sin ninguna duda, 
esta denuncia corresponde a esa franja. 


Pero no es un tema de decisión legislativa; puede ser de contralor desde el ámbito legislativo. No hay nada 
que legislar sino hacer que se cumpla la legislación ya existente.. 


Hay otros casos en los que se llega a este tipo de situaciones sin que haya nada en la legislación que lo evite. 
Hace dos años aprobamos una ley sobre pequeños créditos. ¿Por qué se aprobó una ley? Porque los propios 
abogados defensores de los involucrados decían: "Mire, usted tiene sustancialmente razón pero legalmente 
está perdido. A usted le prestaron $ 100 o $ 500, pero debe US$ 20.000 y pierde la casa si no hace un 
arreglo". Eso era absolutamente legal y requería un cambio legislativo. ¿Por qué no había estallado antes? 
Bueno, porque toda ley tiene el texto y la prudencia en su aplicación. Cuando se salió de esa prudencia se 
aprobó una ley complementaria que acotó básicamente ese tema en particular e inclusive, permitió resolver 
unas cuantas situaciones. 


Me interesa mucho saber en qué medida aquí no tenemos situaciones de tipo parecido. La impresión que 
tengo es que en algunas instituciones que no son fantasmas, que no tienen nada que ver con hacer afiliaciones 
y renuncias, suceden esos mecanismos como el que se citó inicialmente. Me refiero al caso de que a una 
persona le prestaron $ 5.000, pagó todos los meses durante seis años y hoy se encuentra con que debe 

$ 400.000. Es posible que allí haya que modificar las normas vigentes. He tratado de seguir algún caso de 
esos y llegué a la conclusión de que está todo bien. Es totalmente distinto al caso de las cooperativas, en que 
uno dice: "Bueno, acá falta control". En el caso citado, por mucho control que se ponga, pude verse que todo 
es transparente. Pero el resultado es terrible. 


Este aspecto se arregla solo por vía legal; no hay nada que pueda hacer el Banco Central o el Área de 
Defensa del Consumidor. Aquí puede haber una franja que puede requerir modificación legislativa y no 
cambia porque sean $ 75, $ 500 $90. 


Hay un tema de fondo. En los demás casos podemos ocuparnos como legisladores y ayudar o no a resolver 
determinadas situaciones. Pero en este caso, en esta franja del problema, siento que si no lo arreglamos 
nosotros, no hay más nadie que lo arregle. Siento que tenemos una responsabilidad especial. 


La visualización de eso es con casos concretos. No hay ningún análisis macro que sustituya el caso concreto 
en el que uno dice: "Se le entregó tanto y pagó tanto". Por supuesto, si uno paga $ 1 por mes, la deuda no 


baja ni sube, pero el problema se presenta cuando la persona que paga cantidades razonables con relación a lo 
que se le prestó y a su sueldo, ve que años después debe más que antes. 


Así como ustedes tienen una lista de nombres de las cooperativas, me interesaría tener ejemplos nítidos -no 
se trata de buscar responsables, sino de cambiar la legislación- para decir en este caso está todo bien y es un 
disparate, en este está todo bien y es otro disparate. A partir de ahí se puede buscar qué solución de tipo 
legislativo puede corregir y buscar que esas situaciones no se sigan dando. Se logrará o no, pero la intención 
apunta en esa dirección. 


Ustedes han hecho un paciente trabajo y disponen de una base de datos documental que acá no tenemos, y no 
hay ningún otro ámbito del Estado que la tenga. 


SEÑOR ANEIROS.- Comparto su inquietud. En realidad, también pienso en términos realistas y 
considero que desde el año 1979 al 2002 pasaron veintitrés años para que se modificara la legislación 
sobre usura. Nosotros hemos apoyado calurosamente el proyecto aprobado aunque no era nuestro 
proyecto. Sosteníamos que deberíamos acercarnos a lo que es la legislación argentina que, 
fundamentalmente, toma como base el mercado bancario -en eso estamos de acuerdo-, pero no con este 
75% que, como decía el profesor Peralta, nos parece disparatado para el medio. Creemos que con un 
25%, como rige en Argentina, solucionaríamos muchísimos problemas de usura real. 


En particular, en lo que hace a las cooperativas de ahorro y crédito también creemos que algo tendría que 
hacer el Parlamento en este sentido. Recojo palabras del Auditor Interno de la Nación con el que estuvimos 
reunidos hace muy poquitos días. Nos decía que la Auditoría no tenía facultades sancionatorias y que tenía 
que dar intervención a la Justicia. 


Había una muy mala experiencia, por ejemplo, de una intervención; es un mecanismo para generar estos 
abusos, ya que la decretaba el Poder Judicial y, en general, se establecían sueldos desmesurados del orden de 
los US$ 5.000 o US$ 10.000, que nada tenían que ver con el problema. Hay algunas de estas falsas 
cooperativas que hemos denunciado que están intervenidas desde hace más de un año y que, sin embargo, 
siguen cobrando intereses que están prohibidos por la legislación actual. 


El problema es que decían: nosotros llegamos a identificar infracciones; tenemos equipos actuando en esto. 
Podemos establecer una serie de irregularidades e, inclusive, podemos promover la disolución del infractor. 
Pero en poquitos días nos crean otra cooperativa de ahorro y crédito porque hacen un estatuto muy 
rápidamente y los controles que antes tenía la Auditoría Interna de la Nación, hoy no los tiene. 


Eso es materia de un proyecto -en el que intervino la Auditoría Interna de la Nación- que creo que está en la 
órbita del Poder Ejecutivo para ser elevado al Parlamento y que todavía no lo ha hecho. Pienso que por ahí 
podríamos avanzar mucho en la parte legislativa. 


Pero si tuviera que hacer un balance de la denuncia que estamos formulando en este momento con estos diez 
contraventores, diría que están transgrediendo la legislación actual, es decir, la Ley_N” 17.569, que los 
intereses que están cobrando superan el 75% de la media bancaria, o sea que están en una abierta infracción, 
y que el 90% de los casos que nosotros detectamos es porque violan la legislación vigente. Por eso insistía en 
que no había tanto problema de ausencia de normas, éstas son claras. A mi juicio, la más clara es, sin duda, el 
artículo 52 de la Constitución que dice: "Prohíbese la usura" y si así lo establece, está prohibida y no podría 
estar permitida por nadie. inclusive, el doctor Cassinelli Muñoz sostiene que el Juez, solo ante el texto 
constitucional, aunque no hubiera ninguna ley que reglamentara esto, ya está facultado para prohibir la usura, 
interpretando este artículo 52 de la Constitución y estableciendo que a partir de determinados parámetros tal 
interés es exagerado, que en definitiva eso es usura. Hablo de intereses desmedidos, exagerados y abusivos. 


Creo que hay solo una sentencia que recoge esta opinión del doctor Cassinelli Muñoz. Hay otra sentencia en 
la que el Poder Judicial ha estado omiso; por eso pedimos que esto pase a la Suprema Corte de Justicia, 
porque si las leyes se dictan tienen que ser cumplidas. Pero el propio Poder Judicial es el que no las aplica, 
con todas las dificultades que entendemos del caso y que reconocemos porque no tienen asesores 
económicos. Por un lado, ha habido peritos que han rectificado los cálculos utilizando los mencionados por 
nuestros técnicos en la Asociación y, por otro, ha habido Jueces que han desconocido estos peritajes. 


De modo que tiene razón el señor Diputado en el sentido de que algo pueden legislar. Pero aquí el asunto 
apunta a más: al control parlamentario cuando hay desvío del Poder Ejecutivo y también a que actúe la 
Justicia Penal porque aquí se trata de delito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. Ha sido muy ilustrativo. Tenemos la versión taquigráfica y 
estudiaremos con detención lo que nos han expresado y actuaremos sobre un tema que es de mucha 
importancia. Agradecemos todo aquello que constituya un asesoramiento sobre este tema porque es de 
mucha utilidad para el trabajo parlamentario de esta legislatura que está terminando o de la próxima, 
ya que ustedes cumplen un fin social de mucha trascendencia que, a veces, se nos escapa en este 
ámbito. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


